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RESUMEN 

La presente investigación tiene como objetivo determinar si existe error judicial 

pasible de indemnización según lo regula la Ley N° 24973, en las sentencias 

absolutorias expedidas a reos en cárcel en la ciudad de Chachapoyas, en los años 

2016 y 2017, la ley en mención se enmarca en establecer un adecuado resguardo 

a aquellas personas víctimas de errores judiciales y de detenciones arbitrarias, para 

salvaguardar sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución 

Política, así como las normas nacionales e internacionales, donde el Estado es el 

responsable de indemnizarlo; la presente investigación tiene como objetivos 

específicos: a) definir los elementos conceptuales del error judicial en el caso de 

expedición de sentencias absolutorias, según lo dispone el inciso b) del artículo 3° 

de la Ley N°  24973; b) determinar las sentencias absolutorias que se han expedido 

por la Sala Penal de Apelaciones y por los Juzgados Unipersonales de la ciudad 

de Chachapoyas, durante los años 2016 y 2017; como hipótesis, Sí existen errores 

judiciales pasibles de indemnización, en los términos regulados en la Ley N° 

24973, en las sentencias absolutorias expedidas por la Sala Penal de Apelaciones 

y por los Juzgados Unipersonales durante  los años 2016 y 2017 en la ciudad de 

Chachapoyas. 

Palabras claves: Indemnización, error judicial, sentencias absolutorias, absuelto, 

imputado, reo en cárcel. 
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ABSTRACT 
The objective of this investigation is to determine whether there is a judicial error 

liable to compensation as regulated by Law No. 24973, in the acquittals issued 

to inmates in jail in the city of Chachapoyas, in 2016 and 2017, the law in 

question is it frames in establishing an adequate safeguard for those persons who 

are victims of judicial errors and arbitrary arrests, to safeguard their fundamental 

rights recognized by the Political Constitution, as well as national and 

international norms, where the State is responsible for compensating them; The 

present investigation has as specific objectives: a) to define the conceptual 

elements of judicial error in the case of issuance of acquittals, as provided in 

subsection b) of article 3 of Law No. 24973; b) determine the acquittals that have 

been issued by the Criminal Appeals Chamber and by the Unipersonal Courts of 

the city of Chachapoyas, during the years 2016 and 2017; As a hypothesis, Yes, 

there are judicial errors liable for compensation, in the terms regulated in Law 

No. 24973, in the acquittals issued by the Criminal Appeals Chamber and by the 

Single-person Courts during the years 2016 and 2017 in the city of Chachapoyas. 

 

Keywords: Compensation, Judicial Error, Absolutory Judgments, Absolved, 

Imputed, inmate in jail
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I. INTRODUCCIÓN 

En el Perú, hablar de responsabilidad patrimonial del Estado en sentencias absolutorias 

por error judicial es un tema prescrito en la normativa Legal y Constitucional, pero es 

desconocida por el afectado respecto al procedimiento para solicitar al Estado la 

reparación del daño sufrido al haber sido privado de su libertad por varios años. En ese 

contexto, el absuelto después de haber atravesado por un largo proceso judicial, no 

reclama al Estado el daño sufrido durante el proceso, ya que no existen acciones 

indemnizatorias planteadas contra jueces y fiscales que participaron en el proceso penal, 

en la Corte Superior de Justicia de Amazonas. 

 Uno de los acontecimientos que me llamó la atención y el cual me generó muchas 

preguntas fue cuando participé en la lectura de la sentencia del caso denominado “Curva 

del Diablo del Baguazo” realizada el día 22 de septiembre de 2016, efectuada por la Sala 

Penal de Apelaciones y Liquidadora Transitoria de Bagua, donde se absolvieron a 53 

personas procesadas, siendo la mayoría de ellos indígenas de las etnias awajún y wampis, 

a quienes se les proceso por la muerte de 12 policías durante las violentas protestas en la 

zona denominada “Curva del Diablo”, ocurrido el 5 de junio de 2009.  

En la Resolución Absolutoria, la Sala Penal consideró que el Ministerio Público no pudo 

demostrar la responsabilidad de los imputados ni identificar claramente a ninguno de ellos 

como parte de la multitud que participó en los desmanes que derivaron en las muertes de 

los policías, ello por no existir Imputación Necesaria y elementos de convicción 

suficientes que corroboren lo afirmado por la fiscalía. Además de los indígenas 

inculpados se demostró, de acuerdo al resultado de las pericias de absorción atómica, que 

ninguno utilizó armas de fuego. 

A raíz de esto la primera pregunta que me he formulado fue: ¿quién reparará el daño que 

sufrieron todos los procesados, si algunos de ellos estuvieron privados de su liberad y 

posteriormente fueron absueltos? En esa misma línea, el proceso tuvo una duración de 7 

años y cuatro meses y algunos de los procesados se encontraban privados de su libertad, 

quienes al ser absueltos encontraron su entorno social totalmente cambiado, ello debido 

a que sus esposas tenían un nuevo compromiso, sus hijos no los conocían, es más, ni 

sabían que estos eran sus padres, ya no contaban con trabajo, prácticamente no tenían 
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nada.  Esto nos motiva analizar las consecuencias trascendentales de los errores judiciales 

y el derecho a la indemnización que tiene el procesado que estuvo privado de su libertad 

durante el tiempo que duró el proceso penal; para posteriormente obtener sentencia 

absolutoria a su favor, siempre que dicha resolución este fundada en la inexistencia del 

hecho imputado, o en que el hecho no constituye delito, o en la no intervención del 

acusado en la perpetración del delito. Hemos visto que los errores judiciales traen consigo 

una serie de consecuencias debido a que no sólo lesionan el patrimonio de la persona que 

fue procesada y posteriormente absuelta, sino también causa daños como son: el 

psicológico, la pérdida de tiempo, la estabilidad familiar, el buen nombre, la aceptación 

social, la libertad personal, el proyecto de vida, entre otros.  

En tal sentido, la responsabilidad del Estado por errores judiciales es objeto de un 

encendido debate proveniente de diversos sectores sociales y académicos. Es 

particularmente compleja la problemática cuando se trata de la responsabilidad del 

Estado, pues es este mismo ente superior, es decir el Estado, el que tiene el deber jurídico 

de responder por las malas decisiones y  actos de sus funcionarios, y con muchas más 

razón cuando se ejerce una función de autoridad sobre los ciudadanos, y sobre todo en el 

caso que tales actuaciones han causado consecuencias dañosas para el procesado, deviene 

entonces tal deber en una exigencia jurídico-moral mínima dentro del marco de una 

democracia moderna, y particularmente en un Estado Constitucional de Derechos y 

Justicia. 

Actualmente se vienen desarrollando teorías de la responsabilidad del Estado, todo con 

el fin de determinar si ocurre esta eventualidad, como el caso de las sentencias 

absolutorias un proceso judicial,  de modo que la víctima ya no está en situación de 

indefensión y desamparo; el ordenamiento legal ha dispuesto múltiples mecanismos para 

procurarle una reparación, esta afirmación no se aplica en la realidad concreta, pues al 

momento de reclamar la reparación por un hecho que no es atribuible al afectado, sino a 

un sistema judicial inoperante, va a existir una coalición de principios constitucionales, 

dado a que existe verdaderos problemas con esta pretensión, la evolución en materia de 

responsabilidad de Estado, en mucho no ha superado la “solemnidad declarativa 

constitucional”. 
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"Hoy por hoy, el desarrollo que ha tenido en los últimos años el derecho constitucional, 

no solo ha identificado que las actuaciones materialmente jurisdiccionales, también 

pueden violar derechos constitucionales, sino que, además existe una responsabilidad y 

una obligación de resarcir los daños que se cause". (Castillo, 2010, p.1).  

En lo que respecta a la presente investigación, en el distrito y provincia de Chachapoyas, 

región Amazonas existen 68 sentencias absolutorias expedidas por la Sala Penal de 

Apelaciones y los Juzgados Unipersonales durante los años 2016 y 2017; sin embargo, 

no existe ningún proceso de indemnización por error judicial, que se hayan instaurado en 

virtud de la  Ley N° 24973 - "Ley que regula la indemnización por errores judiciales y 

detenciones arbitrarias”, que responsabilice a los jueces y fiscales por la función que 

desempeñan como funcionarios que administran justicia a nombre del Estado; así mismo 

tampoco se ha conformado el Comité Directivo del Fondo Distrital Indemnizatorio de 

Errores Judiciales y Detenciones Arbitrarias, conforme lo señala la Ley anteriormente 

referida. 

Para ello, era importante conocer si en las susodichas sentencias absolutorias, 

efectivamente existe error judicial pasible de indemnización en los términos dispuestos 

en la Ley N° 24973; si bien es cierto, los procesados por diversos delitos han sido 

absueltos,  pero se debe tener en cuenta que dicha absolución, per se no ha determinado 

que haya existido un error judicial, con lo cual nos hemos visto conveniente realizar un 

análisis documental exhaustivo y minucioso de las sentencias y del expediente judicial, 

para conocer si tuvo lugar un error judicial pasible de indemnización, situación que solo 

se conoció después de haber  aplicado nuestro instrumento de análisis.  
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II. MATERIAL Y MÉTODOS 
 

2.1. DISEÑO DE INVESTIGACIÓN   

La presente investigación es no experimental, de modo trasversal, tipo 

descriptivo – analítico. 

 

Diseño no experimental: Es aquella que se realiza sin manejar 

intencionalmente las variables, es decir, en este tipo de diseño de 

investigación no hacemos variar intencionalmente las variables, lo que se 

hace es observar el fenómeno tal como se presenta en su realidad para 

luego analizarlo (Azañero, 2016). 

 

Diseño transeccional o transversal: Se recolectan datos en un solo 

momento, en un tiempo único. Su propósito es describir variables, y 

analizar su incidencia e interrelación en un momento dado (Azañero, 

2016). 

 

Diseño transeccional descriptivos, nos presentan un panorama del estado 

de una o más variables en uno o más grupos de personas, objetos o 

indicadores en determinado momento (Azañero, 2016). 

2.1.1. Población,  muestra y muestreo 

a) Población  

La población estuvo representada por 68 sentencias absolutorias 

expedidas por la Sala Penal de Apelaciones y por los Juzgados 

Unipersonales a reos en cárcel, durante los años 2016 - 2017.  

 

b) Muestra  

La muestra estuvo conformada por 22 sentencias absolutorias 

expedidas por la Sala Penal de Apelaciones y por los Juzgados 

Unipersonales a reos en cárcel.  
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c) Muestreo  

Se utilizó un muestreo no probabilístico intencional; dado que se 

seleccionaron las sentencias absolutorias siguiendo determinados 

criterios procurando que la muestra sea representativa. 

 

 Año Porcentaje N° de sentencias 

absolutórias seleccionadas 

2016 31 37% 11 

2017 37 29% 11 

                         

 𝑛 =
𝑍𝑡2.𝑝.𝑞.𝑁

𝑒2 (𝑁−1)+𝑍𝑡2 .𝑝.𝑞
 

𝑛 =
(1.6465)2 (0.5)(0.5)(68)

(0.5)2(68 − 1) + (1.645)2(0.5)(0.5)
 

𝑛 =
46.0024

1.5075 + 0.6765
=

46.0024

2.184
= 21.06 

𝑛 = 22 

Zt = 1.6465 (nivel de significación a=5%) 

p = q = 0.5 

N = 68 

e = 0.5% 

2.2. MÉTODOS, TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE 

DATOS Y PROCEDIMIENTO 

 

2.2.1. Métodos 

En la presente investigación se utilizaron los métodos inductivo - 

deductivo y analítico. 

 

Inductivo deductivo: mediante este método se estudiaron casos 

específicos en los cuales se han emitido sentencias absolutorias a 
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efectos de establecer si existió error judicial en las mismas, para así 

determinar la existencia de error judicial en las sentencias 

absolutorias. 

 

Analítico: este método nos facilitó analizar los resultados obtenidos 

después del procesamiento de datos, de los instrumentos aplicados, 

con la finalidad de analizar los indicadores que describan y evalúan 

la variable independiente y dependiente, tomando en cuenta la 

legislación comparada. 

2.2.2. Técnicas 

Análisis de datos (documental): dirigido al análisis de las sentencias 

absolutorias a efectos de establecer si hubo o no error judicial pasible de 

indemnización, conforme lo ordena la Ley N° 24973.  

2.2.3. Instrumento 

Se usó una ficha de análisis, en donde se recogieron todos los datos según 

los indicadores e ítems propuestos. 

2.2.4. Procedimiento  

El desarrollo de la presente investigación, se realizó en base a los 

siguientes aspectos: 

2.2.4.1.  Fase de gabinete 

En esta fase inicialmente se revisó la bibliografía relacionada a la 

investigación, así como investigaciones anteriores, libros 

jurisprudencias leyes, respecto del tema, la metodología que se 

empleó fue del análisis tanto de la doctrina como la legislación 

peruana en relación al derecho a la indemnización por error 

judicial en las sentencias absolutorias. Se trató de una 

investigación documental, tuvimos como fin analizar el contenido 

de las sentencias absolutorias a efectos de conocer la existencia 

de error judicial en las mismas.  

2.2.4.2.  Fase De Campo 

Recopilación de información, respecto a las sentencias 

absolutorias expedidas por los Juzgados Unipersonales y la Sala 
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Penal de Apelaciones de la ciudad de Chachapoyas, en los años 

2016 - 2017, para poder identificar en cuántas de estas se han 

incurrido en errores judiciales. 

 

Se procedió a utilizar la validez de criterio comparado con el 

artículo 139, inciso 7 de la Constitución Política, referido al 

derecho a la indemnización, en la forma que determine la Ley, 

por los errores judiciales en los procesos penales y por las 

detenciones arbitrarias, sin perjuicio de la responsabilidad a que 

hubiere lugar; artículo I, inciso 5 del Código Procesal Penal, el 

cual establece que el Estado garantiza la indemnización por 

errores judiciales; Ley 24973 de Indemnización por Errores 

Judiciales y Detenciones Arbitrarias; Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos artículo 9 numeral 5 el cual establece 

que toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, 

tendrá el derecho efectivo a obtener reparación y el articulo 14 

numeral 6 el cual establece que cuando una sentencia 

condenatoria firme haya sido ulteriormente revocada, o el 

condenado haya sido indultado por haberse producido o 

descubierto un hecho plenamente probatorio de la comisión de un 

error judicial, la persona que haya sufrido una pena como 

resultado de tal sentencia, deberá ser indemnizada, conforme a la 

ley, a menos que se demuestre que le es imputable en todo o en 

parte el no haberse revelado oportunamente el hecho 

desconocido; la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos artículo 10 referido al derecho que toda persona tiene a 

ser indemnizada conforme a la ley en caso de haber sido 

condenada en sentencia firme por error judicial; los acuerdos 

plenarios, sentencias casatorias y sentencias de organismos 

internacionales. 

2.2.4.3.  Fase de procesamiento de datos 

Estos datos han sido tabulados e ingresados en hojas Excel a 

efectos de poder analizarlos utilizando tablas y gráficos. Los 
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resultados obtenidos fueron descritos y analizados utilizando la 

estadística descriptiva y serán mostrados en el rubro de resultados 

de la investigación y análisis de datos.  

Asimismo, teniendo en cuenta el tipo de investigación, se contó 

con la opinión de expertos en la materia. 

2.3. ANÁLISIS DE DATOS   

Se elaboraron los instrumentos de recolección de datos, tales como ficha de 

recojo de datos y de investigación tanto bibliográficas como hemerográficas; la 

ficha de recojo de datos para el análisis de la información recogida a través de la 

guía de registro de datos que permitió la presentación de tablas y figuras para 

una mejor descripción y explicación del tema investigado. 

 

La información obtenida de diversas fuentes ha sido sometida al análisis para 

determinar las conclusiones que me ha permitido contrastar con la hipótesis, así 

como para elaborar la discusión. 

 

De igual modo, se recurrieron a las diferentes bibliotecas de derecho tanto físicas 

como virtuales, de las universidades, entre otras; se recopilaron datos de libros 

y revistas, luego se procedió a recabar la información en fichas de investigación 

(textuales, resumen, mixtas) y se imprimió la información que permitió 

acercarnos teóricamente al tema de investigación. 

2.4. ESTADÍSTICA APLICADA 
 

Recopilada la información relevante sobre la problemática se consignó en tablas 

y gráficos estadísticos. Entre las técnicas que se utilizaron fueron la elaboración 

de tablas y gráficos para describir las características de las variables; el cálculo 

de porcentajes para el análisis de los ítems consignado en el cuadro de recojo de 

información; por último, se hizo uso de diagrama de barras y el de tipo pastel 

para la contrastación de porcentajes. 

El análisis de datos de campo se realizó con el apoyo de un profesional 

estadístico. 
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III. RESULTADOS 
 

3.1 RESULTADO DE ANÁLISIS DE EXPEDIENTE 

 

Datos relativos a la identificación de la problemática, los objetivos generales objetivos 

específicos, hipótesis, recabados con motivo de la tesis “EL ERROR JUDICIAL 

PASIBLE DE INDEMNIZACIÓN SEGÚN LO REGULA LA LEY N° 24973, EN 

LAS SENTENCIAS ABSOLUTORIAS EXPEDIDAS A REOS EN CÁRCEL EN 

LA CIUDAD DE CHACHAPOYAS, EN LOS AÑOS 2016 - 2017”, en esta primera 

fase mostramos los resultados obtenidos de los expedientes de los Juzgados 

Unipersonales y de la Sala Penal Liquidadora de Chachapoyas. 
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Tabla 1. Información obtenida en cuanto al delito cometido, correspondiente a los 22 

expedientes recabados mediante ficha de recojo documental, cuyos resultados son 

detallados a continuación:  

DELITO N° DE IMPUTADOS  PORCENTAJE 

Micro Comercialización de Drogas 8 36.36% 

Homicidio Calificado  2 9.09% 

Robo Agravado 2 9.09% 

Actos Contra el Pudor (Menor de Edad) 2 9.09% 

V.S. Menor de Edad 2 9.09% 

Violación Sexual 6 27.27% 

TOTAL EXPEDIENTES 22 100.00% 

Fuente: elaboración propia en base a los expedientes obtenidos de los Juzgados Unipersonales y de la Sala 

Penal Liquidadora de Chachapoyas, respecto a las Sentencias Absolutorias. 

 

Figura 1. Tipos de delitos con sentencias absolutorias 

 

Fuente: elaboración propia en base a los expedientes obtenidos de los Juzgados Unipersonales y de la Sala Penal 

Liquidadora de Chachapoyas, respecto a las Sentencias Absolutorias. 

 

Interpretación: Del grafico se observa que de los 22 expedientes en los cuales se han 

emitido sentencias absolutorias, el 36.36% corresponde al delito de micro 

comercialización de drogas y el 27.27% corresponde al delito de violación sexual. 
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Tabla 2. Información obtenida en cuanto a que, si el imputado se encontraba privado 

de su libertad, correspondiente a los 22 expedientes recabados mediante ficha de recojo 

documental, cuyos resultados son detallados a continuación: 

¿EL IMPUTADO SE ENCONTRABA 

PRIVADO DE SU LIBERTAD? 

N° DE 

IMPUTADOS  
PORCENTAJE 

Si 22 100.00% 

No 0 0.00% 

TOTAL EXPEDIENTES 22 100.00% 

Fuente: elaboración propia en base a los expedientes obtenidos de los Juzgados Unipersonales y de la Sala 

Penal Liquidadora de Chachapoyas, respecto a las Sentencias Absolutorias. 

 

Figura 2. Situación del imputado durante la investigación  

 

Fuente: elaboración propia en base a los expedientes obtenidos de los Juzgados Unipersonales y de la Sala 

Penal Liquidadora  de Chachapoyas, respecto a las Sentencias Absolutorias. 

 

Interpretación: Del grafico se puede observar que de los 22 expedientes en los cuales se 

han emitido sentencias absolutorias, los 22 imputados se encontraban privados de su 

libertad correspondiente al 100.00%. 
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Tabla 3. Información obtenida en cuanto al tipo de medida de coerción personal 

impuesta, correspondiente a los 22 expedientes recabados mediante ficha de recojo 

documental, cuyos resultados son detallados a continuación: 

TIPO DE MEDIDA DE COERCIÓN 

PERSONAL IMPUESTA 

N° DE 

IMPUTADOS  
PORCENTAJE 

Detención Preliminar Judicial 0 0.00% 

Prisión Preventiva 18 81.82% 

Incomunicación 0 0.00% 

Comparecencia Simple o Restringida 4 18.18% 

Detención Domiciliaria 0 0.00% 

Internación Preventiva 0 0.00% 

Impedimento de Salida 0 0.00% 

TOTAL DE EXPEDIENTES 22 100.00% 

Fuente: elaboración propia en base a los expedientes obtenidos de los Juzgados Unipersonales y de la Sala 

Penal Liquidadora de Chachapoyas, respecto a las Sentencias Absolutorias. 

 

Figura 3. Tipo de Medida de Coerción Personal Impuesta 

 

Fuente: elaboración propia en base a los expedientes obtenidos de los Juzgados Unipersonales y de la Sala 

Penal Liquidadora de Chachapoyas, respecto a las Sentencias Absolutorias. 

 

Interpretación: Del gráfico se puede observar que de los 22 expedientes 18 imputados 

se encontraban con prisión preventiva correspondiente al 81.82% y el 18.82% se 

encontraba con comparecencia simple correspondiente al 18.18%. 
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Tabla 4. Información obtenida en cuanto al tiempo de duración de la prisión, 

correspondiente a los 22 expedientes recabados mediante ficha de recojo documental, 

cuyos resultados son detallados a continuación: 

TIEMPO DE DURACIÓN DE 

LA PRISIÓN  

N° DE 

IMPUTADOS 
PORCENTAJE 

7 Meses 2 9.09% 

9 Meses 2 9.09% 

1 Año 9 40.91% 

3 Años 6 27.27% 

5 Años 2 9.09% 

9 Años 1 4.55% 

TOTAL EXPEDIENTES  
22 100.00% 

Fuente: elaboración propia en base a los expedientes obtenidos de los Juzgados Unipersonales y de la Sala 

Penal Liquidadora de Chachapoyas, respecto a las Sentencias Absolutorias. 

 

Figura 4. Tiempo de Duración de la Prisión 

 

Fuente: elaboración propia en base a los expedientes obtenidos de los juzgados de Investigación 

Preparatoria y Unipersonal de Chachapoyas, respecto a las Sentencias Absolutorias. 

 

Interpretación: Del grafico se puede observar que de los 22 expedientes el tiempo 

máximo que un imputado ha estado privado de su libertad es de 09 años y el tiempo 

mínimo es de 07 meses. 
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Tabla 5. Información obtenida respecto a los presupuestos para determinar el error 

judicial en las S.A., correspondiente a los 22 expedientes recabados mediante ficha de 

recojo documental, cuyos resultados son detallados a continuación: 

PRESUPUESTO PARA DETERMINAR EL ERROR 

JUDUCIAL EN LAS SENTENCIAS ABSOLUTORIAS 

N° DE 

IMPUTADOS 
PORCENTAJE 

Inexistencia del Hecho Imputado 8 36.36% 

El Hecho Denunciado no Constituye Delito 6 27.27% 

No Intervención del Acusado en la Perpetración del 

Delito 
6 27.27% 

Insuficiencia Probatoria para Demostrar la 

Culpabilidad del Acusado  
2 9.09% 

TOTAL EXPEDIENTES 22 100.00% 

Fuente: elaboración propia en base a los expedientes obtenidos de los Juzgados Unipersonales y de la Sala 

Penal Liquidadora de Chachapoyas, respecto a las Sentencias Absolutorias. 

 

Figura 5. Presupuestos para Determinar el Error Judicial en las Sentencias 

Absolutorias 

 

Fuente: elaboración propia en base a los expedientes obtenidos de los Juzgados Unipersonales y de la Sala 

Penal Liquidadora de Chachapoyas, respecto a las Sentencias Absolutorias. 

Interpretación: Del grafico se puede observar que de los 22 expedientes en los cuales 

se han emitido Sentencias Absolutorias el 36.36% se configura en el presupuesto de 

inexistencia del hecho imputado. 
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Tabla 6. Información obtenida respecto a la instancia que ha expedido la sentencia, 

correspondiente a los 22 expedientes recabados mediante ficha de recojo documental, 

cuyos resultados son detallados a continuación:  

INSTANCIA QUE EXPIDIÓ LA 

SENTENCIA ABSOLUTORIA 

N° DE 

IMPUTADOS 
PORCENTAJE 

P.I. Juzgado Unipersonal 11 50.00% 

S.I. Sala Penal de Apelaciones 10 45.45% 

Casación  1 4.55% 

TOTAL DE EXPEDIENTES 22 100.00% 

Fuente: elaboración propia en base a los expedientes obtenidos de los Juzgados Unipersonales y de la Sala 

Penal Liquidadora de Chachapoyas, respecto a las Sentencias Absolutorias. 

Figura 6. Instancia que expidió la sentencia absolutoria 

 

Fuente: elaboración propia en base a los expedientes obtenidos de los Juzgados Unipersonales y de la Sala 

Penal Liquidadora de Chachapoyas, respecto a las Sentencias Absolutorias. 

 

Interpretación: Del grafico se puede observar que de los 22 expedientes el 50.00% de 

Sentencias Absolutorias han sido emitidas por los Juzgados Unipersonales, el 45.45% por 

la Sala Penal de Apelaciones y el 4.55% por la Corte Suprema. 
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Tabla 7. Información obtenida respecto a si se indicó de manera expresa la existencia 

de error judicial en las sentencias absolutorias, correspondiente a los 22 expedientes 

recabados mediante ficha de recojo documental, cuyos resultados son detallados a 

continuación: 

EN LA SENTENCIA ABSOLUTORIA SE INDICO 

DE MANERA EXPRESA LA EXISTENCIA DE 

ERROR JUDICIAL 

N° DE 

IMPUTADOS 
PORCENTAJE 

Primera Instancia 
Si 0 0.00% 

No 11 50.00% 

Segunda Instancia 
Si 0 0.00% 

No 10 45.45% 

Casación  
Si 0 0.00% 

No 1 4.55% 

TOTAL DE EXPEDIENTES 22 100.00% 

Fuente: elaboración propia en base a los expedientes obtenidos de los Juzgados Unipersonales y de la Sala 

Penal Liquidadora de Chachapoyas, respecto a las Sentencias Absolutorias. 

 

Figura 7. Se Indicó de manera expresa la existencia de error judicial  

 

Fuente: elaboración propia en base a los expedientes obtenidos de los Juzgados Unipersonales y de la Sala 

Penal Liquidadora de Chachapoyas, respecto a las Sentencias Absolutorias. 

 

Interpretación: Del grafico se puede observar que de los 22 expedientes en los cuales se 

han emitido Sentencias Absolutorias en ninguno se indicó de manera expresa la existencia 

de Error Judicial. 
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Tabla 8. Información obtenida respecto a los presupuestos para la indemnización por 

error judicial, correspondiente a los 22 expedientes recabados mediante ficha de recojo 

documental, cuyos resultados son detallados a continuación:  

PRESUPUESTO PARA LA INDEMNIZACIÓN POR 

ERROR JUDICIAL 

N° DE 

IMPUTADOS 
PORCENTAJE 

Cuando el Juez dicta Resolución manifiestamente contrarios al 

texto expreso y claro de la ley 
0 0 

Cuando el Juez en la sentencia cita pruebas inexistentes o 

hechos falsos 
0 0 

Cuando el Juez emite su sentencia basada en leyes supuestas o 

derogas  
0 0 

Cuando el Juez omite la valoración de una prueba  0 0 

por falta de motivación de las disposiciones y requerimiento de 

los fiscales  
22 100.00% 

TOTAL DE EXPEDIENTES  22 100% 

Fuente: elaboración propia en base a los expedientes obtenidos de los Juzgados Unipersonales y de la Sala 

Penal Liquidadora de Chachapoyas, respecto a las Sentencias Absolutorias. 
 

Figura 8. Presupuesto para la Indemnización por error judicial 

 

Fuente: elaboración propia en base a los expedientes obtenidos de los juzgados de Investigación 

Preparatoria y Unipersonal de Chachapoyas, respecto a los casos de Habeas Corpus declarados 

improcedentes. 

 

Interpretación: Del gráfico se puede observar que de los 22 expedientes el 100.00% es 

por la falta de motivación de las disposiciones y requerimientos de los fiscales. 
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IV. DISCUSIÓN 
 

En nuestro país, el tema de la Indemnización por Errores Judiciales tiene como primer 

antecedente histórico la Constitución Política del Perú de 1933, bajo el gobierno de Luis 

M. Sánchez Cerro. Esta fue una situación innovadora en ese tiempo y sumamente 

positiva, sobre todo para aquellas personas que se sentían perjudicadas por errores 

cometidos en la administración de justicia, lo que representó una esperanza para las 

personas que buscaban un resarcimiento que logre aminorar los daños causados por 

errores judiciales (Damián y Samillan, 2009, p. 2). 

 

Posteriormente se le da la categoría de principio internacional, al adherirse nuestro país 

al Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos; asimismo a la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, que garantizaban la indemnización por errores 

judiciales. Estas incorporaciones fueron positivas sobre todo en un país como el nuestro 

cuya población en una inmensa mayoría ignora su Constitución, por lo que fue un gran 

avance al reconocimiento y protección de los Derechos Humanos. 

 

Con la promulgación de la Constitución Política de 1979 se amplía la figura del “Error 

Judicial”, ya no siendo necesario atravesar por un proceso penal para que se otorgue una 

indemnización, sino que también podría aplicarse cuando una persona hubiese sufrido 

detención arbitraria, que por regla general es fuera de un proceso penal. Con fecha 28 de 

diciembre de 1988 se expide la Ley N° 24973, “Ley de Indemnización por Errores 

Judiciales y Detenciones Arbitrarias”, en la que se detallan los casos de detención 

arbitraria, y extiende la comisión de esta figura a la policía. Pero lo más novedoso de esta 

Ley es la creación del Fondo Nacional Indemnizatorio por Errores Judiciales, que 

establece un fondo que se encargaría del pago de la indemnización correspondiente una 

vez que la autoridad judicial haya emitido la resolución que determine la absolución o el 

archivo definitivo del proceso. 

 

Vale decir también que, en el inciso 7 del artículo 139 de nuestra actual Carta Política del 

Estado, se prevé la Indemnización por Errores Judiciales: “la indemnización, en la forma 

que determine la Ley, por los errores judiciales en los procesos penales y por las 

detenciones arbitrarias, sin perjuicio de la responsabilidad a que hubiere lugar”. 
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Este derecho indemnizatorio es una figura que no ha merecido un tratamiento adecuado, 

a pesar de la constante y distinta regulación desde su incorporación en los diferentes 

cuerpos normativos. 

 

Con la dación del Decreto Legislativo N° 957, que aprueba el nuevo Código Procesal 

Penal, se contempla también esta figura, específicamente en el inciso 5 de su artículo 1, 

que establece: “El Estado garantiza la indemnización por errores judiciales”, precepto 

que, a pesar de que ya anteriormente se han reglado en numerosos textos normativos, no 

tiene una aplicación efectiva. 

 

Sobre el tema la legislación peruana ha desarrollado una ley especial sobre errores 

judiciales y su indemnización, esta normatividad conocida como “Ley Nº 24973 que 

regula la indemnización por errores judiciales y detenciones arbitrarias”, fue expedida en 

1988 y contempla diversas modalidades singulares. Además de establecer el derecho a la 

indemnización para quienes sean víctimas de un error judicial o de una detención 

arbitraria, esta legislación fija la indemnización respectiva en proporción al tiempo de la 

detención y a los ingresos de las víctimas. En lo que se refiere al presupuesto con que 

deberán de liquidarse tales cantidades, el Estado peruano incluso crea por medio de la 

misma ley una institución denominada “Fondo Nacional Indemnizatorio de Errores 

Judiciales y Detenciones Arbitrarias” cuyo capital se integra entre otros conceptos por el 

3% del presupuesto total que se asigne al Poder Judicial del país. 

 

Artículo 3. Tiene derecho a ser indemnizados por error judicial:  

a) los que, luego de ser condenados en proceso judicial, hayan obtenido en 

juicio de revisión, resolución de la Corte Suprema que declara errónea o 

arbitraria. 

b) los que hayan sido sometidos a proceso judicial y privados de su libertad 

como consecuencia de éste y obtenido posteriormente auto de archivamiento 

definitivo o sentencia absolutoria. 

 

Posterior a la dación de la Ley 24973 se presentaron en el Congreso de la Republica dos 

Proyectos de Ley en relación a la indemnización por error judicial: 

 



 

 

33 

 

Proyecto de Ley N° 2176/2007-CR1 

Artículo 1. El objeto de la Ley es regular la indemnización a cargo del Estado por 

error judicial en materia penal, así como en detenciones arbitrarias a que se refiere 

el artículo 139 inciso 7 de la Constitución Política del Perú. 

Para tal efecto el Estado deberá aportar al Fondo Nacional Indemnizatorio, para 

cubrir a la víctima de errores judiciales y detenciones arbitrarias.  

Artículo 3 inciso c. Tiene derecho a indemnización por error judicial quien: 

Haya sido privado de su libertad durante el proceso penal y obtenido 

posteriormente sentencia absolutoria, siempre que ésta se funde en la inexistencia 

del hecho imputado, o en que el hecho no constituye delito, o en la no intervención 

del acusado en la perpetración del delito. 

Proyecto de Ley N° 5004/2015-CR2 

 Artículo 1. El objeto de la Ley es establecer la indemnización a cargo del Estado 

por los errores judiciales en las actuaciones indebidas de fiscales y de jueces en 

los procesos penales y detenciones arbitrarias. 

Esta responsabilidad es subsidiaria y solo podrá hacerse efectiva contra el Estado, 

cuando el fiscal o el juez directamente responsable no tenga bienes o los que tenga 

no sean suficientes para responder del daño causado, sin perjuicio de las 

responsabilidades administrativas o penales a las que hubiere lugar. Conforme 

refiere el numeral 7 artículo 139 de la Constitución Política del Perú. 

Artículo 3 inciso c. Tiene derecho a indemnización por error judicial quien: 

Haya sido privado de su libertad durante el proceso penal y obtenido 

posteriormente sentencia absolutoria, siempre que ésta se funde en la inexistencia 

del hecho imputado, o en que el hecho no constituye delito, o en la no intervención 

del acusado en la perpetración del delito. 

 

 
1 Puede consultarse dicho proyecto de Ley desde el siguiente Link: 

http://www.congreso.gob.pe/proyectosdeley/ 
2 Puede consultarse dicho proyecto de Ley desde el siguiente Link: 

http://www.congreso.gob.pe/proyectosdeley/ 
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Algunas precisiones con respecto a ambos Proyectos de Ley: Como se aprecia de las 

citas textuales de las fórmulas legislativas propuestas, en ambos Proyectos de Ley, se 

advierte que en el caso del  Proyecto de Ley N° 2176/2007-CR, presentado por la Cédula 

Parlamentaria Aprista, iniciativa del congresista Dr. José Macedo Sánchez, se propone 

modificar casi todos los artículos de la Ley vigente, Ley N° 24973; este proyecto de ley 

mantiene la misma regulación, en el sentido de que es el Estado, quien deberá aportar al 

Fondo Nacional Indemnizatorio para cubrir a la víctima por los errores judiciales y 

detenciones arbitrarias, la novedad que trae consigo este proyecto de Ley es que establece 

que el Estado tiene derecho de repetición contra los jueces y fiscales, derecho que se hace 

efectivo a través de los procuradores del Estado.  

 

La otra novedad que trae consigo este proyecto de Ley, es que, establece que tienen 

derecho a indemnización por error judicial quien haya sido privado de su libertad durante 

el proceso penal y obtenido posteriormente sentencia absolutoria, siempre que ésta se 

funde en la inexistencia del hecho imputado, o en que el hecho no constituye delito, o en 

la no intervención del acusado en la perpetración del delito. Es decir, fija criterios para 

establecer el error judicial en las sentencias absolutorias, y con ello, establecer quienes 

tienen derecho a la indemnización, situación que no está regulado en la Ley N° 24973, 

que solo se limita a señalar que tienen derecho a indemnización quienes hayan sido 

sometidos a proceso judicial y privados de su libertad, como consecuencia de este y 

obtenido posteriormente auto de archivamiento definitivo o sentencia absolutoria.  

 

De igual forma, resulta rescatable el proyecto de Ley, al establecer los supuestos en los 

cuales existe exención de la indemnización por parte del Estado, al precisar: El Estado no 

indemniza cuando: a) el error judicial ha sido inducido por comportamiento doloso, 

culposo de quien aparece como su víctima; b) la sentencia absolutoria se funda en la 

insuficiencia de medios probatorios para establecer la culpabilidad, en la subsistencia de 

dudas sobre ella, o en la prueba de una causal que exime de responsabilidad penal; c) la 

victima hace valer su derecho a ser indemnizado en vía penal o civil directamente contra 

las partes a las que se imputa el error judicial o la detención arbitraria; d) la victima sea 

un reincidente o ha sido detenido en la comisión de delito flagrante. Situación no prevista 

en la Ley N ° Ley N° 24973.  
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Finalmente, este proyecto de ley, establece un plazo de caducidad del derecho de acción 

a la indemnización, en el caso de error judicial en sentencias absolutorias, al establecer 

que: la demanda debe presentarse dentro de los seis meses desde que quedó firme la 

sentencia absolutoria". Situación no prevista en la Ley N° 24973, ya que ésta solo 

establecía un plazo de caducidad para el caso de las detenciones arbitrarias (seis meses 

de producida la detención arbitraria).  

 

En el caso del proyecto de Ley N° 5004/2015-CR, presentado por el Grupo Parlamentario 

Perú Posible, iniciativa del congresista Dr. Renán Espinoza Rosales, se advierte que se 

propone derogar la Ley N° 24973; sin embargo se advierte que se sigue utilizando la 

misma fórmula legislativa, establecida en el Proyecto de Ley N° 2176/2007-CR, en 

cuanto a los criterios establecidos para determinar el error judicial en las sentencias 

absolutorias; asimismo en cuanto a la exención de  la indemnización.  

 

Sin embargo, a diferencia del anterior proyecto legislativo, se propone que la 

responsabilidad del Estado por error judicial es subsidiaria, y solo podrá hacerse efectiva 

cuando el fiscal o el juez directamente responsable no tengan bienes o los que tengan no 

sean suficientes para responder del daño causado, sin perjuicio de las responsabilidades 

administrativas o penales a que hubiere lugar, conforme lo refiere el numeral 7) del 

artículo 139° de la Constitución Política.  En cuanto a la caducidad del Derecho de acción 

de indemnización por error judicial, se mantiene igualmente la misma redacción 

establecida en el Proyecto de Ley N° 2176/2007-CR. En este proyecto de ley el Fondo 

Nacional Indemnizatorio, queda sin efecto, aunque la norma no lo dispone de manera 

expresa. Una de las graves falencias de este proyecto de Ley, es que no establece que 

institución pública hace efectivo el pago del monto indemnizatorio, en caso el juez o el 

fiscal no cuenten con bienes, es decir, con cargo al presupuesto de quien debe hacerse 

efectivo el pago.  

 

Cabe precisar que realizando el seguimiento en la página web del Congreso de la 

República, de ambos proyectos de Ley, se advierte que, en el caso del Proyecto de Ley 

N° 2176/2007-CR, este se encuentra en archivo; y en caso del Proyecto de Ley N° 

5004/2015-CR, éste se encuentra en la en comisión Justicia y Derechos Humanos desde 

el 27 de noviembre de 2015. 
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La doctrina ha tratado de definir qué es el error judicial, aunque las aproximaciones 

teóricas no siempre arrojan luz sobre la complejidad de las cuestiones que deben 

dilucidarse en la práctica. Es así que en España, Goded, afirma que “el error existe cuando 

por dolo, negligencia o equivocado conocimiento o apreciación de los hechos, se dicta 

una resolución judicial que no se ajusta a la verdad y merece el calificativo de injusta”. 

(Goded, M citado por Campos, L, (s.f.), p.16).  

 

El profesor Hernán García Mendoza lo define como “aquel cometido durante el proceso 

criminal como consecuencia de un procesamiento o condena injusta, en perjuicio de una 

persona cuya inocencia se comprueba con posterioridad, dictándose el correspondiente 

sobreseimiento definitivo o sentencia absolutoria”. (García, H citado por Campos, L, 

(s.f.), p. 16). 

 

Error de derecho, lo constituye el desconocimiento de la existencia de la norma es decir 

de la letra exacta de la ley como de los efectos que de un principio legal o consuetudinario 

vigente se deducen. 

 

Error de hecho, el que versa sobre una situación real; el proveniente de un conocimiento 

imperfecto sobre las personas o las cosas; y acerca de si se ha producido, o no, un 

acontecimiento. 

 

La Ley Nº 24973 establece el derecho a la indemnización para quienes sean víctimas de 

un error judicial o de una detención arbitraria, esta legislación fija la indemnización 

respectiva en proporción al tiempo de la detención y a los ingresos de las víctimas; el 

derecho a la reparación busca mitigar los efectos de los hechos dañinos, otorga 

instrumentos para que la víctima se recupere del daño sufrido. 

 

En el caso de un error judicial es importante tener en cuenta que no sólo se lesiona el 

patrimonio de la parte que sufrió el perjuicio, sino también, se causan daños como el 

psicológico, la pérdida de tiempo, la estabilidad familiar, el buen nombre, la aceptación 

social, la libertad personal, el proyecto de vida, etc. Por tanto, debe buscarse que la 
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indemnización sea integral, que retribuya globalmente el daño producido a la vida y a la 

relación social. (Altamirano et al., 2016, p. 4). 

 

Indemnizar significa reparar, compensar, resarcir a una persona víctima de un acto 

injusto. Es por ello, que el Estado debe preocuparse en hacer efectiva dicha 

indemnización, que esta sea apropiada, suficiente y rápida, es decir de índole pecuniaria, 

así como la adopción de medidas que permitan reparar las condiciones de vida de las 

personas víctimas de un error judicial, v.gr.: reinsertar a la víctima a una labor y brindarle 

una atención médica continua que permita eliminar los rezagos del daño sufrido. Es cierto 

que la ley establece que la indemnización debe ser proporcional al daño causado y a la 

gravedad de la violación, pero estos elementos (salud y trabajo) son importantes para el 

proceso de curación de las personas, porque transforman sus sentimientos de pena, 

aislamiento en la sociedad y estigmatización por ser víctima comprobada de un error 

judicial, advirtiendo que no se busca eliminar cabalmente el daño por ser imposible, pero 

se pueden aminorar los efectos causados por este lapsus judicial. (Altamirano, Rojas y 

Bautista, 2016, p. 4). 

 

Con respecto a la acción resarcitoria podemos decir que, todo aquel que ha sufrido un 

daño o un perjuicio en virtud de una resolución dictada en el marco de un proceso viciado 

por error judicial, puede demandar al responsable de esos actos. En dicha acción debe 

incluirse todo el daño que efectivamente ha sufrido la victima teniéndose en cuenta el 

daño patrimonial, que comprende el daño emergente y lucro cesante, así como también 

al daño moral. (Estella y Guinter, 2010, p. 44).  

 

Daño, en sentido amplio, toda suerte de mal material o moral.  Más particularmente, el 

detrimento, perjuicio o menoscabo que por acción de otro se recibe en la persona o en los 

bienes. El daño puede provenir de dolo, de culpa o de caso fortuito, según el grado de 

malicia, negligencia o casualidad entre el autor y el efecto. En principio, el daño doloso 

obliga al resarcimiento y acarrea una sanción penal; el culposo suele llevar consigo tan 

sólo indemnización; y el fortuito exime en la generalidad de los casos, dentro de la 

complejidad de esta materia.  (Cabanellas, 2006, p. 124). 
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Daño Emergente, es el daño que se ocasiona directamente en una persona o sus bienes 

por la actuación dolosa, culposa, imprudente o negligente de otra. Se corresponde con el 

daño efectivamente producido, con la pérdida material. (Arciano,2013) 

 

Lucro Cesante, hace referencia a una lesión patrimonial consistente en la pérdida de un 

incremento patrimonial neto que se ha dejado de obtener como consecuencia de un 

incumplimiento, acto ilícito o perjuicio ocasionado por un tercero. (Arciano, 2013). 

 

Daño Moral, en un sentido amplio se entiende el concepto de daño moral, como todo 

sufrimiento psíquico que padece una persona como consecuencia de una multitud de 

hechos muy difíciles de enumerar; de variada magnitud y que no son objeto de valoración 

económica, puesto que su valoración es incalculable, ya que su resarcimiento económico 

no es suficiente para reparar dicho sufrimiento psíquico del correspondiente daño. En un 

sentido menos amplio, ese daño psíquico se prolonga al físico, dando origen a una 

indemnización y mediante un procedimiento legal obtener una resolución judicial 

traducida en un resarcimiento económico. (Serral, 2011, p.17). 

 

Teorías que sustentan la responsabilidad del estado por los errores de  su función judicial: 

 

Teoría del riesgo profesional: Por la cual se considera objetivamente al Sistema Judicial 

como una actividad riesgosa, siendo por ello el Estado el llamado a responder 

pecuniariamente en caso de errores judiciales, es decir se pone más énfasis en resarcir a 

la víctima. Sin embargo, ésta bien puede complementarse con la teoría de la 

responsabilidad subjetiva, donde se cuenta la intención del ente jurisdiccional (Juez) a 

quien se le sancionaría por los errores cometidos en el ejercicio de sus funciones de 

juzgamiento, en caso la reparación del Estado fuere insuficiente. (Damián y Samillan, 

2009, p. 17). 

 

Teoría de la representación: Basada en el razonamiento de que el representado responde 

por los actos de su representante. En ese sentido, se considera al Estado como 

representado y al Juez como aquel funcionario o servidor público que lo representa. Aquí 

la responsabilidad se sustenta en la culpa in eligiendo o in vigilando, presente a partir de 
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la elección del representante por parte del representado. (Damián y Samillan, 2009, p. 

17). 

 

Teoría de la obligación jurídica de la asistencia pública o de la solidaridad social: 

Considera que siendo el Estado una organización con mucho poder, los daños que tal 

ejercicio de poder pudiese engendrar deben ser respondidos por este a favor de quien haya 

resultado perjudicado en aras del principio de solidaridad y mutualidad. Es decir el Estado 

tiene una obligación jurídica de asistencia. (Damián y Samillan, 2009, p. 18). 

 

Teoría del Estado de Derecho: Según la cual, si el Estado de Derecho se funda en la 

protección del derecho, la seguridad jurídica y el respeto de los administrados, por 

inferencia lógica la responsabilidad estatal le corresponde al mismo Estado, pues cuando 

se establece un servicio para el beneficio común (vg. función judicial), en caso de falta 

de idoneidad de dicho servicio público, es el Estado quien debe reparar el daño causado 

en aras de asegurar mejor la eficacia de la administración de justicia. (Damián y Samillan, 

2009, p. 19). 

 

En la hipótesis se ha proyectado que: “Existen errores judiciales pasibles de 

indemnización, en los términos regulados en la Ley N° 24973, en las sentencias 

absolutorias expedidas por la Sala Penal de Apelaciones y por los Juzgados Unipersonales 

durante los años 2016 y 2017 en la ciudad de Chachapoyas”; frente a este punto de vista, 

después del análisis de los resultados obtenidos a través del cuadro de recojo de 

información y plasmado en tablas y figuras, se determinó que:   

 

De los 22 expedientes analizados en los mismos que existen errores judiciales, el 36.36% 

corresponde al delito de micro comercialización de drogas y el 27.27% corresponde al 

delito de violación sexual; en consecuencia, al ser delitos graves el 100% de los imputados 

se encontraron privados de su libertad, al 81% se le impuso prisión preventiva que es un 

tipo de medida de coerción personal, conforme se aprecia de las tablas 01, 02 y 03. 

 

Por consiguiente, se puede afirmar que la imposición de prisión preventiva la misma que 

es considerada como una de las medidas coercitivas más gravosas es la más usada y hasta 

se podría decir que es una regla en delitos graves, sin embargo en la presente investigación 
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es injusta puesto que ocasionó perjuicio al imputado al ser privado de su libertad, cuya 

inocencia se comprueba con posterioridad, dictándose sentencia absolutoria, por lo que 

el imputado tiene derecho a ser indemnizado si la sentencia absolutoria se fundamenta en 

uno de los presupuestos que determinan el error judicial. 

 

De otro lado, en la Tabla N° 04, respecto al tiempo de duración de la prisión, se observa 

que el tiempo máximo que un imputado ha estado privado de su libertad es de 09 años y 

el tiempo mínimo es de 07 meses. Por tanto, todo aquel que ha sufrido un daño o un 

perjuicio en virtud de una resolución dictada en el marco de un proceso viciado por error 

judicial, puede demandar al responsable de esos actos (Estado). En dicha acción debe 

incluirse todo el daño que efectivamente ha sufrido la victima teniéndose en cuenta la 

pérdida de tiempo, el daño patrimonial, que comprende el daño emergente y lucro cesante, 

así como también al daño moral. 

 

En cuanto a los presupuestos para determinar el error judicial en las sentencias 

absolutorias Tabla N° 05, el 36.36% se configura en la inexistencia del hecho imputado, 

el 27.27% el hecho denunciado no constituye delito, el 27.27% en la no intervención del 

acusado en la perpetración del delito; en conclusión, de las 22 sentencias absolutorias 

analizadas en el 90.9% existe error judicial, si bien es cierto en la Ley N° 24973 

Indemnización por Errores Judiciales y Detenciones Arbitrarias no se establecen los 

presupuestos o criterios para determinar el error judicial, sin embargo el artículo 3 inciso 

c de los Proyectos de Ley N° 2176/2007-CR y N° 5004/2015-CR prescribe: “Tiene 

derecho a indemnización por error judicial quien: Haya sido privado de su libertad durante 

el proceso penal y obtenido posteriormente sentencia absolutoria, siempre que ésta se 

funde en la inexistencia del hecho imputado, o en que el hecho no constituye delito, o en 

la no intervención del acusado en la perpetración del delito”. 

 

Respecto a la instancia que expidió la sentencia absolutoria Tabla N° 06, de los 22 

expedientes el 50.00% de Sentencias Absolutorias han sido emitidas por los Juzgados 

Unipersonales, el 45.45% por la Sala Penal de Apelaciones y el 4.55% por la Corte 

Suprema y en ninguna se indicó de manera expresa la existencia de Error Judicial Tabla 

N° 07. Uno de los presupuestos para la indemnización por error judicial es: la falta de 

motivación de las disposiciones y requerimientos fiscales, de las 22 sentencias 
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absolutorias analizadas este presupuesto corresponde al 100% Tabla N° 08, de lo que se 

puede afirmar que la ausencia de buenas imputaciones en el proceso penal por parte del 

Representante del Ministerio Publico constituye un problema para la Administración de 

Justicia y vulnera el Derecho a la Defensa teniendo en cuenta que la descripción material 

de la conducta imputada recogida en la acusación constituye “la referencia indispensable 

para el ejercicio de la defensa del imputado y la consecuente consideración del juzgador 

en la sentencia”, de ahí que el imputado tenga derecho a conocer, a través de una 

descripción clara, detallada y precisa los hechos que se le imputan.  

Consecuentemente considero que sustentar proposiciones fácticas y efectuar 

calificaciones jurídicas genéricas con insuficiencia probatoria conlleva al Juez a emitir 

sentencias absolutorias, en los Juzgados Unipersonales, Colegiados, de la Corte Superior 

de Justicia de Amazonas - Chachapoyas; donde se ha presenciado incluso que algunos 

jueces de Investigación Preparatoria, durante la investigación  o saneamiento del proceso, 

omiten y no advierten modificar imputaciones deficientes, haciendo caso omiso al control 

de la legalidad y la Imputación Necesaria y en muchas oportunidades lo más grave aún 

del abogado, que por desconocimiento o falta de estudio del caso de forma irresponsable 

desatienden este punto vulnerándose el derecho de defensa del imputado lo cual genera 

que en la mayoría de casos éstos estén privados de su libertad y luego sean declarados 

absueltos por error judicial, al no haberse efectuado imputaciones precisas en la 

disposición de formalización y continuación de la Investigación Preparatoria y en la 

Acusación Fiscal, ello al no realizar un adecuado control de acusación y dejar continuar 

casos que no tienen una imputación clara, precisa y circunstanciada del hecho concreto 

que no se amoldan a los requisitos que establece la ley.  

De modo que, sin discusión se acepta que con la acusación se materializa el principio de 

imputación necesaria y es deber legal del órgano jurisdiccional controlar este aspecto. En 

efecto, la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema ha establecido como precedente 

vinculante lo siguiente: a) la imputación necesaria supone la atribución de un hecho 

punible, fundado en el factum correspondiente, así como en la legis atinente y sostenido 

en la prueba, presupuestos que deben ser inescrupulosamente verificados por el órgano 

jurisdiccional que ejerciendo la facultad de control debe exigir que la labor fiscal sea 

cabal, que la presentación de los cargos sea puntual y exhaustiva, que permita desarrollar 

juicios razonables. b) No es suficiente la simple anunciación de los supuestos de hechos 



 

 

42 

 

contenidos en las normas penales; estos deben tener su correlato fáctico concreto, 

debidamente diferenciado y limitado respecto de cada uno de los encausados… Recurso 

de Nulidad N° 956-2011-UCAYALI. 

Otro problema por parte de los Representantes del Ministerio Publico – Fiscales Penales 

es la Insuficiencia Probatoria en las acusaciones efectuadas que imputan responsabilidad 

del investigado, las mismas que generen dudas y trae como consecuencia que éste sea 

absuelto; este error judicial vulnera el derecho  a la defensa y en la mayoría de casos el 

derecho a la libertad personal puesto que los imputados se encuentran detenidos o con 

prisión preventiva; al igual que en las imputaciones insuficientes es responsabilidad tanto 

de los Fiscales como de los Jueces de Investigación Preparatoria por no realizar un debido 

control de Legalidad en la Acusación Fiscal.  

Por ello la responsabilidad del Estado es objeto de un encendido debate proveniente de 

diversos sectores sociales y académicos. Es particularmente compleja la problemática 

cuando se trata de la responsabilidad del Estado, pues para este, se establece en efecto, el 

deber jurídico de responder de los actos de sus funcionarios, cuando se ejerce una función 

de autoridad sobre los ciudadanos, y sobre todo cuando tales actuaciones han causado 

consecuencias dañosas para los administrados, deviene entonces tal deber en una 

exigencia jurídico-moral mínima dentro del marco de una democracia moderna, y 

particularmente en un Estado Constitucional de Derechos y Justicia. 

En cuanto a la contrastación con los antecedentes, podemos decir que: Calonge (2016), 

en su investigación denominada Implementación de un Seguro Obligatorio por Error 

Judicial (SOEJ) para los perjudicados por el ejercicio de la función jurisdiccional en aras 

de efectivizar la indemnización por responsabilidad civil del juez, realizada en la ciudad 

de Nuevo Chimbote, Perú, concluye que: “Los errores judiciales sí existen, el hecho de 

que no se hayan interpuesto numerosas acciones bajo esta pretensión no significa que la 

administración de justicia sea perfecta, sino que algo está fallando en la sociedad que no 

se sienten con la seguridad absoluta para poder interponer una demanda al respecto”.  

Concordamos con dicha tesis, puesto que los errores judiciales sí existen, el hecho que no 

se hayan interpuesto procesos de indemnización por error judicial, que se hayan 

instaurado en virtud de la  Ley N° 24973 no significa que la administración de justicia en 

la Corte Superior de Justicia de Amazonas sea perfecta;  el error judicial es una realidad, 

puede ser causa de que el justiciable pierda injustamente su libertad, su patrimonio, su 
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honra, puede destruir a su familia o destruirlo a él; no obstante al perjuicio ocasionado, el 

absuelto desconoce la existencia de un procedimiento que le faculte reclamar la 

reparación del daño sufrido en su persona, su vida social o privada; la presente 

investigación refleja el mal funcionamiento del sistema de justicia penal y la Inoperancia 

de la ley N° 24973, quizá por desconocimiento de la existencia de la mencionada Ley por 

parte de los abogados y absueltos o porque  la víctima del error judicial no quiere pasar 

por un tormento psicológico de iniciar un proceso judicial cuyo resultado aún sigue siendo 

incierto pese, a tener una sentencia absolutoria que acredita inobjetablemente su inocencia 

e injusta condena.   

Por ello, al cumplirse con la responsabilidad patrimonial del Estado en sentencias 

absolutorias por error judicial se lograría hacer justicia a todas aquellas personas, que por 

estar sujetas a un proceso pierden ciertos derechos, incluso familias, amistades, bienes, 

por mencionar algunos y con ello se podría reparar una parte del daño ocasionado por la 

administración de justicia; lo que generará que el Estado sea cauteloso en la designación 

de sus Jueces y Fiscales aptos y calificados para administrar justicia. 

Acorde con Reyna (2016, p. 97), en su investigación titulada “responsabilidad del estado 

por error judicial y obligación de indemnizar por daños causados, análisis jurídico en 

derecho comparado”, realizado en la ciudad de Quetzaltenango, Guatemala, concluye 

que: “Los errores judiciales son una realidad, que los mismos se comenten con cierta 

frecuencia y por lo tanto el mismo Estado debe brindar los mecanismos y leyes necesarias 

para proteger a los ciudadanos que se encuentren sometidos a un proceso judicial y para 

protección del mismo Estado también”. 

Ante la existencia de los errores en la administración de justicia penal, el Estado debe 

responder por la indemnización para resarcir la afectación de los derechos fundamentales, 

en vista que el fin supremo del Estado es «la defensa de la persona humana y el respeto 

de su dignidad». Artículo 1° (Constitución Política del Perú, 1993); el Estado en su 

potestad de administrar justicia a través del Poder Judicial incurre en responsabilidad 

respecto de los funcionarios que se encargan de administrar justicia, es así que, son ellos 

quienes tienen carga directa frente a los errores judiciales suscitados en el desarrollo de 

la actuación judicial; además, el Estado es responsable indirecto, solidario y subsidiario.  

Todo error en la administración de justicia conlleva a la indemnización, que consiste en 

resarcir o reparar a la víctima del daño ocasionado por la actuación judicial errada del 
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funcionario por su resolución o sentencia judicial que vulnera derechos fundamentales 

del ciudadano en su calidad de investigado, inculpado, imputado, procesado o 

sentenciado. El derecho a la indemnización por error judicial tiene como base legal el 

inciso 7) artículo 139° de la CPP, la misma que indica que: «son principios y derechos de 

la función jurisdiccional: (…) 7) La indemnización en la forma que determine la ley por 

los errores judiciales en los procesos penales y las detenciones arbitrarias, sin perjuicio 

de la responsabilidad a que hubiere lugar. (…)»; mediante la Resolución Ministerial N° 

254-2006-JUS, de fecha 23 de junio del 2006, se dispuso la conformación de la Comisión 

Técnica encargada del análisis y revisión de la Ley 24973 que creó el Fondo 

indemnizatorio de errores judiciales y detenciones arbitrarias; sin embargo, JAMÁS SE 

HA APLICADO LA MENCIONADA LEY DADO QUE NO SE LLEGÓ A 

CONSTITUIR EL REFERIDO FONDO. 

Finalmente podemos indicar que, frente a la regulación nacional e internacional resulta 

aplicable el derecho a la indemnización por errores judiciales en procesos penales y por 

detenciones arbitrarias, teniendo en cuenta que el fin supremo del Estado es velar por la 

defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad; los errores judiciales que suelen 

suceder en nuestro sistema jurídico no sólo ocasionan perjuicio a la parte agraviada, sino 

también originan el reproche y desconfianza social. Pero mayor reproche existe cuando 

el derecho a ser indemnizado de forma satisfactoria no es reconocido por el Estado. 

Considero que el derecho a obtener una justa reparación al menos monetaria por parte del 

Estado en casos de error judicial, constituye un derivado del derecho humano a la 

dignidad, por cuanto es totalmente digno el percibir una indemnización por dicho daño, 

pues si bien el Estado ya no puede retroceder al pasado, al menos el responder con una 

justa indemnización económica apacigua en algo el perjuicio irrogado. 
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V. CONCLUSIONES 
 

1. Los errores judiciales sí existen el hecho de que no se hayan instaurado acciones 

en virtud de la Ley N° 24973 no significa que la administración de justicia sea 

perfecta en la Corte Superior de Justicia de Amazonas, la presente investigación 

refleja el mal funcionamiento del sistema de justicia penal y la ineficacia de la 

Ley N° 24973. 

 

2. Para que exista responsabilidad patrimonial del Estado es indispensable que 

confluyan tres características esenciales, la primera de ellas será la presencia de 

un daño antijurídico traducido en el perjuicio que sufre el individuo si mediar 

carga que lo obligue a soportarlo, como segunda medida está la causalidad 

material, es decir,  que el perjuicio se haya generado en virtud a una actuación u 

omisión estatal y en tercera medida que surja una imputación jurídica, esto es, 

que le sea atribuido jurídicamente al Estado el origen del daño. 

 

3. Tiene derecho a indemnización por error judicial quien haya sido privado de su 

libertad durante el proceso penal y obtenido posteriormente sentencia absolutoria, 

siempre que ésta se funde en la inexistencia del hecho imputado, o en que el 

hecho no constituye delito, o en la no intervención del acusado en la perpetración 

del delito. 

 

4. Pese a que la indemnización por error judicial producido en el ejercicio de la 

función jurisdiccional se encuentra regulado en la Ley N° 24973, sin embargo, 

persiste la problemática en cuanto a un procedimiento dirigido a hacer efectivo 

el pago. 

 

5. Los errores judiciales son una realidad, que los mismos se comenten con cierta 

frecuencia y por lo tanto el mismo Estado debe brindar los mecanismos 

necesarios e idóneos para proteger a los ciudadanos que se encuentren sometidos 

a un proceso judicial.  

 

6. De los 22 expedientes analizados en los mismos que existen errores judiciales, el 

36.36% corresponde al delito de Micro comercialización de drogas y el 27.27% 
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corresponde al delito de violación sexual; en consecuencia al ser delitos graves 

el 100% de los imputados se encontraban privados de su libertad, al 81% se le 

impuso prisión preventiva, por consiguiente, se puede afirmar que la imposición 

de prisión preventiva la misma que es considerada como una de las medidas 

coercitivas más gravosas es la más usada y hasta se podría decir que es una regla 

en la Corte Superior de Justicia de Amazonas, sin embargo en la presente 

investigación es injusta puesto que ocasionó perjuicio a los imputados al ser 

privados de su libertad, cuya inocencia se ha comprobado con posterioridad, 

dictándose sentencia absolutoria, por consiguiente  los imputados tiene derecho 

a ser indemnizados. 
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VI. RECOMENDACIONES 
 

1. Que se promuevan sistemas dirigidos a llevar a cabo un estricto control del 

desempeño de los administradores de justicia, y así brindar a los habitantes del 

país una justicia pronta, eficaz y ajustada a derecho. 

 

2. La implementación de un Seguro Indemnizatorio por Error Judicial mediante una 

ley específica que regule normativamente el procedimiento a seguir para que los 

procesados absueltos víctimas de un error judicial puedan hacer efectivo lo 

regulado en la Ley N° 24973 sin tener que iniciar un proceso judicial, pasar 

nuevamente por los mismos procedimientos, agotar las mismas etapas y sufrir 

por los mismos plazos procesales hasta adquirir una sentencia que les reconozca 

su derecho a ser indemnizados, y aquello solo es el comienzo ya que el proceso 

de ejecución es otro calvario procesal para la víctima. 

 

Estas modificaciones que promovería la iniciativa legislativa lograrían que la 

acción indemnizatoria cobre plena aplicación y estaría por fin librada de aquellos 

elementos que entraban su existencia práctica, los derechos que esta acción esta 

llamada a tutelar, no pueden seguir sumidas en la nebulosa del subjetivismo y la 

malentendida interpretación. 

 

El Seguro Indemnizatorio tendría como finalidad mejorar la calidad de vida de la 

víctima, menguando uno de los problemas de la sociedad, como es el acceso a 

una indemnización por error judicial; toda vez que, se ha considerado que no sería 

necesario que el afectado recurra a la vía judicial cuando ya cuenta con una 

sentencia absolutoria que demuestra que había sido procesado injustamente y que 

posteriormente se demostró su inocencia. 

 

Otro de los objetivos del Seguro Indemnizatorio por Error Judicial sería obligar 

al Estado a profundizar en el oficio del juez, así como en su ética y en su 

formación. Si bien es cierto que los jueces pueden interpretar y aplicar el derecho 

de conformidad con diversas escuelas, es recomendable recuperar el sentido 

jurisprudencial clásico (saber discernir el ius ad casum) al resolver los casos ante 
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ellos presentados; así mismo se exigiría a los Fiscales a poner mayor esfuerzo 

para actuar con diligencia, de lo contrario el Estado asumiría las consecuencias 

económicas por error judicial conforme lo regula la Ley N° 24973. 

 

Para efectos del seguro Indemnizatorio por Error Judicial se plantearía un sistema 

indemnizatorio tarifado, para lo cual se consideraría la remuneración de la 

víctima durante el tiempo de la detención si es que éste se encontraba empleado, 

o la Remuneración Mínima Vital en caso que la víctima no contaba con un 

ingreso fijo; es decir, realizaba trabajos eventuales (o se encontraba en calidad de 

desempleado). 

 

3. Se reforme la legislación peruana, haciendo un análisis de las deficiencias que la 

misma adolece en cuanto a la regulación expresa del error judicial y 

procedimiento de reparación; tomando en cuenta los modelos internacionales que 

regulan actualmente dicho fenómeno y que en todo caso tienden a salvaguardar 

los intereses y la seguridad de las partes sometidas a la administración de justicia. 
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FORMULACIÓN DEL 

PROBLEMA 
HIPÓTESIS VARIABLES 

¿Existe error judicial pasible de 

indemnización según lo regula la Ley 
N° 24973, en las sentencias 

absolutorias expedidas por la Sala 

Penal de Apelaciones y por los 

Juzgados Unipersonales a reos en 
cárcel en la ciudad de Chachapoyas, 

durante los años 2016 y 2017? 

 

Existen errores judiciales pasibles de indemnización, 

en los términos regulados en la Ley N° 24973, en las 
sentencias absolutorias expedidas por la Sala Penal 

de Apelaciones y por los Juzgados Unipersonales 

durante  los años 2016 y 2017 en la ciudad de 

Chachapoyas.   
 

Variable Independiente: Sentencias Absolutorias por error judicial 

Dimensión Indicadores 

Hecho 

 
Intervención 

 

 

Delito 

Se  fundó en la inexistencia del hecho imputado. 

 
Se fundó en la no intervención del acusado en la perpetración del delito. 

 

Se fundó en que el hecho denunciado no constituye delito 

Variable Dependiente: Indemnización por error judicial 

Dimensión Indicadores 

 

Judicial 
Proceso Abreviado Ley N° 24973 

DISEÑO DE INVESTIGACIÓN 
INSTRUMENTO DE RECOLECCIÓN DE 

DATOS 
POBLACIÓN Y MUESTRA 

La presente investigación es no 

experimental, de modo trasversal, tipo 

descriptivo – analítico. 

 

Se usará una ficha de análisis, en donde se recogerán 

todos los datos según los indicadores e ítems 

propuestos. 

 

POBLACIÓN MUESTRA 

La población está representada por 68 sentencias 

absolutorias expedidas por la Sala Penal de 

Apelaciones y por los Juzgados Unipersonales a 

reos en cárcel, durante los años 2016 y 2017.  

 

Comprenden 22 sentencias absolutorias expedidas por la Sala 

Penal de Apelaciones y por los Juzgados Unipersonales a reos 

en cárcel.  

 

OBJETIVOS 

GENERAL ESPECIFICOS 

Determinar si existe error judicial pasible de indemnización según lo regula la Ley N° 24973, en las 

sentencias absolutorias expedidas por la  Sala Penal de Apelaciones y por los Juzgados Unipersonales 
a reos en cárcel en la ciudad de Chachapoyas, en los años 2016 y 2017. 

a.- Definir los elementos conceptuales del error judicial en el caso de expedición de sentencias absolutorias, 

según lo dispone el inciso b) del artículo 3° de la Ley N°  24973.  

b.- Determinar las sentencias absolutorias que se han expedido por la Sala Penal de Apelaciones y por los 

Juzgados Unipersonales de la ciudad de Chachapoyas, durante los años 2016 y 2017. 

EL ERROR JUDICIAL PASIBLE DE INDEMNIZACIÓN SEGÚN LO REGULA LA LEY N° 24973, EN LAS SENTENCIAS ABSOLUTORIAS 

EXPEDIDAS A REOS EN CÁRCEL EN LA CIUDAD DE CHACHAPOYAS, EN LOS AÑOS 2016 Y 2017. 
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CARTAS PARA SOLICITAR OPINIÓN O JUICIO DE EXPERTO 

SOBRE INSTRUMENTOS DE INVESTIGACIÓN QUE PERMITA 

DETERMINAR LA VALIDEZ Y CONFIABILIDAD 
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CUADRO DE RECOJO DE DATOS, DE SENTENCIAS  
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N° de expediente 
 

Año 
 

Datos del Imputado 
Edad 

Sexo Procedencia Grado de instrucción 

M F Rural Urbana  Primaria  Secundaria  
Técnico Superior 

Completo Incompleto Completo Incompleto 

           

Delito 
 

Hechos 

 

Durante el desarrollo 

de la investigación, ¿el 

imputado se encontraba 

privado de su libertad? 

 

 

 

Si 

 

 

 

 

Tipo de medida de coerción personal impuesta  

Tiempo de duración 

Inicio 

(d/m/a) 

Termino 

(d/m/a) 

Total 

(meses) 

Detención preliminar judicial      

Prisión preventiva      

Incomunicación      

No 

Comparecencia simple o restringida      

Detención domiciliaria      

Internación preventiva     

Impedimento de salida      

Presupuestos para 

determinar el error 

judicial en las 

sentencias absolutorias  

Que el imputado 

durante la 

investigación haya 

sido privado de su 

libertad como 

consecuencia de 

éste y obtenido 

posteriormente 

sentencia 

absolutoria fundada 

en: 

Inexistencia del hecho imputado  

El hecho denunciado no constituye delito  

No intervención del acusado en la perpetración del delito  

Insuficiencia probatoria para demostrar la culpabilidad del acusado  

“EL ERROR JUDICIAL PASIBLE DE INDEMNIZACIÓN SEGÚN LO REGULA LA LEY N° 24973, EN LAS SENTENCIAS 

ABSOLUTORIAS EXPEDIDAS A REOS EN CÁRCEL EN LA CIUDAD DE CHACHAPOYAS, EN LOS AÑOS 2016 Y 2017” 
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Instancia que expidió la 

sentencia absolutoria  

Primera instancia (Juzgado 

unipersonal) 

Segunda instancia (Sala penal de 

apelaciones) 
Casación (Sala penal suprema) 

   

En la sentencia absolutoria se indicó de manera expresa la existencia de error judicial 

Si No Si No Si No 

      

Presupuestos para la 

indemnización por 

error judicial 

Cuando el juez dicta resolución manifiestamente contrarios al texto expreso y claro de la ley  

Cuando el juez en la sentencia cita pruebas inexistentes o hechos falsos  

Cuando el juez emite su sentencia basada en leyes supuestas o derogadas   

Cuando el juez omite la valoración de una prueba   

Por falta de motivación de las disposiciones y requerimientos de los fiscales3  

 

 

OPINIÓN DEL EXPERTO 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
3 Proyecto de Ley N° 5004/2015-CR 

N° ÍTEMS ESCALA DE MEDICIÓN 

01 Delitos E B A D Md 

02 Hechos E B A D Md 

03 ¿El imputado se encontraba privado de su libertad? E B A D Md 

04 Tipo de medida de coerción personal impuesta E B A D Md 

05 Tiempo de duración E B A D Md 

06 Presupuestos para determinar el error judicial en las sentencias absolutorias E B A D Md 

07 Instancia que expidió la sentencia absolutoria  E B A D Md 

08 En la sentencia absolutoria se indicó de manera expresa la existencia de error 

judicial 
E B A D Md 

09 Presupuestos para la indemnización por error judicial E B A D Md 

PUNTAJE      

SUMA TOTAL DEL PUNTAJE   
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LEYENDA  

E: Excelente 04 

B: Bueno 03 

A: Aceptable 02 

D: Deficiente 01 

Md: Muy deficiente 00 
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FORMATO DE INFORME DE OPINIÓN, EXÁMEN DE CONTENIDO 

DE LOS INTRUMENTOS DE LA INVESTIGACIÓN 
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FÓRMULA EMPLEADA PARA EL CÁLCULO DE LA VALIDEZ 

Y CONFIABILIDAD DE LOS ÍTEMS DE FICHA DE RECOJO 

DOCUENTAL PARA EL ANÁLISIS DE EXPEDIENTES DEL 

TRABAJO DE INVESTIGACIÓN 
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FÓRMULA EMPLEADA PARA EL CÁLCULO DE LA VALIDEZ Y CONFIABILIDAD DE LOS ÍTEMS DE FICHA DE RECOJO 

DOCUENTAL PARA EL ANÁLISIS DE EXPEDIENTES DEL TRABAJO DE INVESTIGACIÓN 

 

 

 

 

 

 

 

 

• N: 

Número de expertos 

• X: Puntuaciones estimadas por cada experto 

• Y: Estará determinado por la puntuación del ítem 01, 02, 

03,...12 

 

• Resultado de rxy:   

• Item válido   0.21 

• Ítem no válido   0.20 

 

 

 

 

EL ERROR JUDICIAL PASIBLE DE INDEMNIZACIÓN SEGÚN LO REGULA LA LEY N° 24973, EN LAS SENTENCIAS 

ABSOLUTORIAS EXPEDIDAS A REOS EN CÁRCEL EN LA CIUDAD DE CHACHAPOYAS, EN LOS AÑOS 2016 - 2017 

  ITEMS 

E
X

P
E

R
T

O
S

 

N° DE EXPERTOS 1 2 3 4 5 6 7 8 9 X X2 Y1 Y2 XY 

1 4 4 4 4 4 4 4 3 4 35 1225 4 16 140 

2 3 4 4 4 4 3 3 3 3 31 961 3 9 93 

3 3 4 4 4 3 4 3 4 4 33 1089 3 9 99 

 

          
99 3275 10 34 332 

• Cálculo de la validez mediante el coeficiente de Pearson  ( Γxy) 

• Si 

• 
( ) ( )  

  
−−

−
=

2222 yyNxxN

yxxyN


 

• Entonces ▪ 𝛤𝜒𝛾 =
3(332)−(99)(10)

√3(3275)−(99)(99)√3(34)−(10)2
 

• Por lo 

tanto 

• Γxy ═ 0.86 
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OFICIO N°  6462-2107-P-CSJAM7PJ: SOBRE LA CONFORMACIÓN 

DEL COMITÉ DIRECTIVO DEL FONDO DISTRITAL 

INDEMNIZATORIO DE ERRORES JUDICIALES Y DETENCIONES 

ARBITRARIAS, PARA EL DISTRITO JUDICIAL DE AMAZONAS  
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INFORME N° 129-2017-OI-NCPP-CSJAM/PJ: SOBRE LA 

EXISTENCIA DE PROCESOS DE INDEMNIZACIÓN POR ERROR 

JUDICIAL INSTAURADOS EN VIRTUD DE LA LEY N° 24973 
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LEY N° 24973: LEY DE INDEMNIZACIÓN POR ERRORES 

JUDICIALES Y DETENCIONES ARBITRARIAS  
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Promulgan Ley que regula la indemnización por errores judiciales, así como por detenciones 

arbitrarias a que se refieren los incisos 5 y 16 del Art. 233 de la Constitución Política del Perú 

 

LEY Nº 24973 

 

CONCORDANCIAS: R. Nº 001-90-FNI (Reglamento) 

R.M. N° 254-2006-JUS (Constituyen Comisión Técnica) 

 

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 

 

POR CUANTO: 

 

El Congreso ha dado la Ley siguiente: 

 

El Congreso de la República del Perú;  

 

Ha dado la ley siguiente: 

 

TITULO I 

 

PRINCIPIOS GENERALES 

 

 Artículo 1.- La presente ley regula la indemnización por errores judiciales, así como por 

detenciones arbitrarias a que se refieren los incisos 5 y 16 del Artículo 233 de la Constitución Política 

del Perú. 

 

 Artículo 2.-  Tiene derecho a indemnización por detención arbitraria, quien es privado de su 

libertad por la autoridad policial o administrativa, sin causa justificada o, existiendo ésta, si se excede 

de los límites fijados por la Constitución o por la sentencia. También tiene derecho a indemnización 

quien no es puesto oportunamente a disposición del Juez competente dentro del término establecido 

por la Constitución. 

 

 Artículo 3.- Tienen derecho a indemnización por error judicial: 

 

 a) Los que, luego de ser condenados en proceso judicial, hayan obtenido en juicio de revisión, 

resolución de la Corte Suprema que declara la sentencia errónea o arbitraria. 

 

 b) Los que hayan sido sometidos a proceso judicial y privados de su libertad como 

consecuencia de éste y obtenido posteriormente auto de archivamiento definitivo o sentencia 

absolutoria. 

 

 Artículo 4.- La indemnización por detención arbitraria será fijada en proporción directa al 

tiempo de la detención y a la renta de la víctima, acreditada fehacientemente, y no podrá ser inferior 

al salario mínimo vital vigente para los trabajadores de la industria y comercio de la Provincia de 

Lima, ni superior a diez veces éste, por cada día. 

 

 Artículo 5.- La indemnización por error judicial será fijada a prudente criterio del Juez, en 

atención al daño material o moral causado a la víctima. 
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 Artículo 6.- No procede el pago de indemnización cuando el que fue detenido o procesado 

haya inducido con sus actos a la justicia a cometer el error del que aparece como víctima. 

 

 No procede, tampoco, cuando la víctima del error o la detención haga valer su derecho en vía 

de querella criminal o de daños y perjuicios en vía civil. 

 

 Artículo 7.- Las indemnizaciones a que se contrae la presente Ley, serán abonadas por el 

Estado a través del Fondo que por la misma se crea. 

 

TITULO II 

 

DEL FONDO NACIONAL INDEMNIZATORIO DE ERRORES JUDICIALES Y 

DETENCIONES ARBITRARIAS 

 

 Artículo 8.- Créase el Fondo Nacional Indemnizatorio de Errores Judiciales y Detenciones 

Arbitrarias, el que se encargará del pago de las indemnizaciones a que se refieren los Artículos 4 y 5 

de esta ley. 

 

 Artículo 9.- Son recursos del Fondo: 

 

 a) El aporte directo del Estado, equivalente al 3% del Presupuesto Anual asignado al Poder 

Judicial; 

 

 b) Las multas impuestas a las autoridades judiciales, cuando hayan incurrido en error por 

festinación del trámite judicial; 

 

 c) Las multas que se impongan a las autoridades policiales o administrativas que hayan 

cometido o coadyuvado a cometer la detención arbitraria, en los locales policiales o en otros; 

 

 d) Las multas que se impongan a las personas que bajo falsos cargos procuraren la detención 

arbitraria o coadyuvaren a ella maliciosamente; 

 

 e) Los que perciba por concepto de intereses sobre sus depósitos; y 

 

 f) Los que perciba por concepto de donaciones. 

 

 Artículo 10.- La multa a que se refieren los incisos b), c) y d) del artículo anterior podrá ser 

equivalente al importe que el Fondo abone por concepto de indemnización más un recargo de 20%. 

La multa se calculará proporcionalmente al sueldo mínimo vital mensual vigente para los trabajadores 

de la industria y comercio de la Provincia de Lima a la fecha en que sea abonada y será asumida por 

parte iguales entre le denunciante, si lo hubiera, y la autoridad que incurrió en el error o que autorizó 

la detención. 

 

 El pago de dicha multa se hará en un plazo máximo de treinta (30) días de evacuada la 

resolución judicial que lo ordena. En caso de incumplimiento, podrá usarse la vía coactiva para su 

cobro. 

 

 Artículo 11.- Son funciones y atribuciones del Fondo: 
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 a) Supervigilar el cumplimiento de la presente ley, su reglamento y demás disposiciones 

complementarias; 

 

 b) Administrar su patrimonio; 

 

 c) Formular y aprobar su presupuesto anual; 

 

 d) Proceder al pago de las indemnizaciones, conforme a los mandatos judiciales de pago; y 

 

 e) Proceder al cobro de las multas que se impongan de conformidad con los incisos b), c) y 

d) del Artículo 9. 

 

 Artículo 12.- El fondo estará dirigido por un Directorio integrado por los siguientes 

miembros: 

 

 a) Un representante del Ministerio de Justicia;  

 b) Un representante de la Corte Suprema de Justicia; 

 c) Un representante del Fiscal de la Nación;  

 d) Un representante de la Federación de Colegios de Abogados del Perú; y 

 e) Un representante del Colegio de Abogado de Lima. 

 

 Artículo 13.- Funcionarán en las ciudades sedes de Cortes Superiores de los Distritos 

Judiciales del país, Fondos Distritales dependientes del Fondo Nacional, dirigidos por Comités 

Directivos integrados por los siguientes miembros: 

 

 a) Un representante de la Corte Superior del Distrito Judicial correspondiente; 

 b) Un representante del Ministerio Público; y 

 c) Un representante del respectivo Colegio de Abogados. 

 

 Artículo 14.- Son funciones de los Fondos Distritales: 

 

 a) Elevar al Fondo Nacional su propuesta de presupuesto anual; 

 

 b) Proceder al pago de las indemnizaciones, conforme a los mandatos judiciales de pago; y 

 

 c) Proceder al cobro de las multas que se impongan de conformidad con los incisos b), c) y 

d) del Artículo 9. 

 

 Artículo 15.- Los miembros del Directorio del Fondo Nacional y, en su caso, los de los 

Comités de los Fondos Distritales, elegirán de su seno un Presidente, un Vicepresidente y un Síndico, 

por un período de dos (2) años. 

 

 Artículo 16.- Los miembros del Directorio del Fondo Nacional y de los Comités de los 

Fondos Distritales serán designados por período de dos (2) años, y renovados por tercios. 

 

 Artículo 17.- El Fondo Nacional efectuará periódicamente transferencias a los Distritales para 

atender el pago de las indemnizaciones ordenadas. 

 

 El patrimonio del  Fondo es intangible y sólo se utilizará para el pago de las indemnizaciones 

a que se contrae la presente ley, bajo responsabilidad. 
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TITULO III 

 

DEL PROCEDIMIENTO 

 

 Artículo 18.- En los casos a que se contraen los incisos a) y b) del Artículo 3, la autoridad 

judicial que emita la resolución deberá consignar en ella el mandato de pago de la indemnización 

correspondiente así como de la multa que resulte, de conformidad con el inciso b) del Artículo 9. 

 

 La mencionada resolución, una vez consentida o ejecutoriada, deberá ser transcrita al fondo 

Indemnizatorio para que éste proceda al pago. 

 

 Artículo 19.- La acción por detención arbitraria se ejercerá ante el Juez de Primera Instancia 

de Turno en lo Civil del lugar donde se ha producido la detención o donde tiene su domicilio el 

afectado, a elección de éste.(*) 

 

(*) Sustituido por la Séptima Disposición Modificatoria del Decreto Legislativo Nº 768, publicado el 

04-03-92 en el Diario Oficial El Peruano, quedando redactado de la siguiente manera: 

 

 "Artículo 19.- Es competente para conocer la pretensión de indemnización por detención 

arbitraria, el Juez Civil del lugar donde se produjo la detención o donde tenga su domicilio el afectado, 

a elección de éste. 

 

 La pretensión se tramita como proceso abreviado." 

 

 Artículo 20.- La demanda contendrá: 

 

 a) Las generales de ley del demandante; 

 

 b) La designación y domicilio del Fondo; y 

 

 c) La exposición de los hechos en que funda la petición concreta que se formula, la indicación 

de los presuntos responsables y el concepto sobre el que el Juez debe pronunciarse. 

 

 Artículo 21.- Si entre las pruebas ofrecidas figuran testimoniales deberá acompañarse como 

recaudo los pliegos interrogatorios. 

 

 Artículo 22.- Interpuesta la demanda, se correrá traslado por diez (10) días al Fondo con 

conocimiento de los presuntos responsables. En este lapso el Juez podrá realizar, de oficio, diligencias 

o investigaciones, relacionadas con los fundamentos de la demanda. Deberá, asimismo, señalar fecha 

para las diligencias propuestas por el demandante. 

 

 Artículo 23.- Si el Fondo ofreciera como prueba declaraciones testimoniales, el Juez señalará 

fecha para la realización de las diligencias dentro del término de seis (6) días, debiendo recaudarse 

con la contestación los pliegos interrogatorios. 

 

 Artículo 24.- Si por causas no imputables a las partes no pudieran realizarse las diligencias 

señaladas por el Juzgado, podrá solicitarse, antes del vencimiento de los plazos señalados en el 

Artículo 22 y 23, prórroga extraordinaria, pudiendo el Juez conceder un término no mayor de seis (6) 

días. En la resolución se señalará la fecha para la realización de las diligencias pendientes. 

 



 

 

90 

 

 Artículo 25.- Con contestación de la demanda o sin ella, el Juez resolverá la causa dentro de 

los cinco (5) días de vencidos  los términos, bajo responsabilidad. 

 

 Artículo 26.- Son aplicables en este procedimiento los Artículos 34, 35 y 36 de la Ley Nº 

23506. Asimismo, como los Artículos 400 a 410, 415 a 425, 428, 442, 444, 363 a  374, 378, 380, 449 

a 456, 463, 463, 469 a 483, 490 del Código de Procedimientos Civiles, y demás normas relacionadas 

con la cuantía.(*) 

 

(*) Sustituido por la Séptima Disposición Modificatoria del Decreto Legislativo Nº 768, publicado el 

04-03-92 en el Diario Oficial El Peruano, quedando redactado de la siguiente manera: 

 

 "Artículo 26.- El Ministerio Público emite dictamen antes de la expedición de sentencia en 

Corte Superior. 

 

 Contra lo resuelto por la Corte Superior procede recurso de casación." 

 

 Artículo 27.- El ejercicio de la acción indemnizatoria caduca a los seis (6) meses de producida 

la detención arbitraria. 

 

 Artículo 28.- Si la demanda indemnizatoria es declarada fundada, la sentencia señalará, 

además del pago reclamado, la multa a que se contraen los incisos c) y d) del Artículo 9. 

 

 Artículo 29.- En los casos del inciso b) del Artículo 9, si el Juez infractor no cumple con 

abonar al Fondo la multa ordenada dentro del plazo establecido, éste  podrá accionar coactivamente. 

 

 Artículo 30.- Deróguense las leyes Nos. 10234, 10290 y demás disposiciones que se opongan 

a la presente ley. 

 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

 

 Primera.- El Fondo Nacional, los Fondos Distritales y sus respectivos Comités Directivos se 

instalarán dentro de los treinta (30) días siguientes a la vigencia de la presente ley. 

 

 Segunda.- El Fondo Nacional elaborará su Reglamento Interno y el de los Fondos Distritales 

dentro de un plazo máximo de noventa (90) días calendario siguientes a la fecha de su instalación. 

 

 Tercera.- En las resoluciones que se dicten en procesos judiciales en trámite a la 

promulgación de la presente ley, se ordenarán los pagos indemnizatorios que correspondan, los que 

se harán efectivos una vez que se haya premunido de recursos al Fondo. 

 

 Comuníquese al Presidente de la República para su promulgación. 

 

 Casa del Congreso, en Lima, a los catorce días del mes de diciembre de mil novecientos 

ochenta y ocho. 

 

 ROMUALDO BIAGGI RODRIGUEZ, 

 Presidente del Senado. 

 

 HECTOR VARGAS HAYA, 

 Presidente de la Cámara de Diputados, 
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ESTEBAN AMPUERO OYARCE, 

Senador Primer Secretario 

 

FERNANDO RAMOS CARREÑO 

Diputado Primer Secretario. 

 

Al Señor Presidente Constitucional de la República. 

 

POR TANTO: 

 

Mando se publique y cumpla. 

 

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veintiocho días del mes de diciembre de mil novecientos 

ochentiocho. 

 

ALAN GARCIA PEREZ, Presidente Constitucional de la República. 

 

CESAR DELGADO BARRETO, Ministro de Justicia. 

 

 

Fe de Erratas 

 

LEY Nº 24971 

 

 Fe de Erratas de la Ley Nº 24971, publicada el 23 de diciembre de 1988. 

 

 DICE: 

 

 Artículo 5.- .... Dicho importe comprende el principal e intereses generales por la citada 

deuda. 

 

 DEBE DECIR: 

 

 Artículo 5.- .... Dicho importe comprende el principal e intereses generados por la citada 

deuda. 
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PROYECTO LEY N° 2176/2007-CR: PROYECTO DE LEY QUE 

MODIFICA LA LEY N° 24973, LEY DE INDEMNIZACIONES POR 

ERRORES JUDICIALES Y DETENCIONES ARBITRARIAS 
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PROYECTO DE LEY N° 5004/2015-CR: PROYECTO DE LEY QUE 

ESTABLECE INDEMNIZACIÓN Y RESPONSABILIDADES POR LOS 

ERRORES JUDICIALES EN LAS ACTUACIONES INDEBIDAS  DE 

FISCALES Y JUECES EN LOS PROCESOS PENALES Y 

DETENCIONES ARBITRARIAS 
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